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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 255/2022
ACTOR: **********, EN SU CARÁCTER DE ADMINITRADOR ÚNICO DE LA PERSONA MORAL DENOMINADA “**********”, S.A. DE C.V. 
AUTORIDADES DEMANDADAS: i) H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, S.L.P., Y OTRAS; ii) COORDINACIÓN ESTATAL DE PROTECCIÓN CIVIL DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO, Y OTRAS; iii) SECRETARPIA DE ECOLOGÍA Y GESTIÓN AMBIENTAL DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.
COLABORO: LICENCIADO OSCAR TORRES HERRERA; LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciséis de junio de dos mil veintiséis. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 255/2022, y;
R E S U L T A N D O:
I.- Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el seis de abril de dos mil veintidós, compareció **********, en su carácter de Administrador Único de la persona moral denominada “**********”, S.A. de C.V, a demandar al i) Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., y otras; ii) Coordinación Estatal de Protección Civil del Poder Ejecutivo del Estado, y otras; iii) Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Poder Ejecutivo del Estado, y otras, por la nulidad de los siguientes actos: 

“…1.- ********** de fecha 24 de febrero de 2022, indebidamente emitida por el Director General de la Coordinación Estatal de Protección Civil, Comandante **********.

2.- ********** de fecha 24 de febrero de 2022, irregularmente elaborada y requisitada por el inspector adscrito a la Dirección General de la Coordinación Estatal de Protección Civil, ********** (Ilegible)...
…1.- Cartas Credenciales ********** y **********, ambas con vigencia del 23 de febrero al 09 de marzo de 2022, para acreditar como inspectores a C.P. ********** e **********, las que constituyen una Orden de Inspección, pues los autoriza para constituirse ante mi representada y practicar Visita de Inspección; indebidamente emitidas por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental, C.P. **********.

2.- Orden de Inspección contenida en **********, de fecha 23 de febrero de 2022, emitida de manera irregular por la Directora de Auditoría y Supervisión de la Secretaría de Ecología y gestión Ambiental, C.P. **********.

3.- Acta de Inspección ********** de fecha **********, derivada de la Orden de Visita o Inspección contenida en **********, irregularmente elaborada o requisitada por los Inspectores adscritos a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, C.P. ********** e **********…

…1.- Orden de Inspección ********** de fecha 24 de febrero de 2022, emitida por el H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., a través de la Coordinación de Ecología, al tratarse de una competencia originaria en términos de los artículos 31 y 70 fracciones I, V y VI de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, en relación con los arábigos 1, 2, 3, 6 fracción I y 73 del Reglamento Interno de la Administración Pública del H. Ayuntamiento de Soledad de graciano Sánchez, y numerales 7°, 9° fracción IV y 25 del Reglamento de Protección al Ambiente del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez; además de que una de los Testigos de Asistencia en su ejecución es la Secretaria General del H. Ayuntamiento.

2.- Orden de Inspección ********** de fecha 24 de febrero de 2022, misma que se refiere en el punto anterior, indebidamente expedida y firmada por la Coordinadora de Ecología del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, **********.

3.- Oficio de Comisión de fecha **********, emitido y signado por la Coordinadora de Ecología del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, **********, dirigida a los Inspectores: **********, **********, Omar **********, ********** y Lic. **********, todos adscritos a dicha Coordinación, para autorizar de manera irregular la práctica de visita de inspección.

4.- Acta Administrativa de Inspección de fecha **********, indebidamente elaborada o requisitada de manera irregular por el Inspector adscrito a la Coordinación de Ecología del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., **********.
5.- Orden de Suspensión ********** de fecha **********, misma que se refiere en el punto anterior, indebidamente expedida y firmada por la Coordinadora de Ecología del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, **********.

6.- Acta Circunstanciada de Aplicación de Medidas de Seguridad de fecha **********, elaborada o requisitada por el referido Inspector adscrito a la Coordinación de Ecología del H. ayuntamiento de Soledad de graciano Sánchez, **********; mediante la cual indebidamente suspende las actividades de mi representada…”

II.- Tramite del Juicio. A través del acuerdo de fecha siete de abril de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a las autoridades demandadas, y se concedió la suspensión solicitada por la parte actora, para el efecto de que se retiren los sellos oficiales de clausura del domicilio de la moral “**********”, S.A. de C.V.
Enseguida, por proveído de dieciséis de mayo de ese mismo año, se tuvo parcialmente a las autoridades por contestada la demanda, a reserva de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Gobierno del Estado, y de la Directora de Auditoria y Supervisión e Inspectores adscritos a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Gobierno del Estado, autoridades que no contestaron la demanda dentro del término concedido, y en consecuencia, se les tuvo por precluido su derecho para contestar la demanda, y por contestando la misma en sentido afirmativo. Así mismo, se desechó de plano el incidente de nulidad de notificaciones planteado por el Director de Normatividad de la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental del Gobierno del Estado; enseguida, se admitieron a las partes las pruebas que resultaron pertinentes; y finalmente, se admitió a trámite el recurso de reclamación interpuesto por la Coordinadora de Ecología del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., en contra del acuerdo de siete de abril dos mil veintidós, referente a la suspensión concedida en favor de la parte actora.
Posteriormente, por interlocutoria del dieciséis de junio de dos mil veinticinco se resolvió el recurso referido anteriormente, en la que se declaró inoperante el recurso planteado. Ulteriormente, por proveído del nueve de enero de dos mil veintiséis se fijaron las once horas del diecisiete de febrero de dos mil veintiséis para celebrar la audiencia de ley. 
V.- Audiencia Final.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se precisó que únicamente presento alegatos la parte actora y se certificó que la demandada no formuló alegatos, y; finalmente se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracción I, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y diversas autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
En tal sentido, la personalidad e interés jurídico de la parte actora quedó acreditada en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 visible a fojas 79 a la 146 del expediente en el que se actúa, ya que está dirigido a su persona, de lo que es inconcuso que le afecta su esfera jurídica y le asiste interés para combatir dicho acto administrativo, su personalidad se encuentra acreditada ya que compareció por conducto de ********** en su carácter de Administrador Único, visible a fojas 33 a la 48.

Tocante a la autoridades demandadas; comparecieron en su representación a dar contestación a la demanda i) **********, en su carácter de Coordinadora de Ecología del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., y en representación del inspector adscrito a dicha entidad municipal, el C. **********; ii) **********, en su carácter Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; iii) **********, en su carácter de encargado de Despacho de la Coordinación General de Protección Civil del Estado de San Luis Potosí; iv) **********, en su carácter de Inspector Verificador de la Coordinación General de Protección Civil del Estado de San Luis Potosí; quienes para acreditar su calidad de cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 exhibieron copia certificada de los nombramientos y credenciales que le fueron expedidos y que se encuentran visibles en fojas  233, 276 a la 288, 319 , 355 y 356 respectivamente del expediente en que se actúa.
Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. Existencia de los Actos impugnados. En el presente asunto la parte actora controvierte los actos administrativos referidos anteriormente, visibles a fojas 79 a 106, cuya existencia queda plenamente demostrada con el original de los mismos, que agrego la acciónate a su escrito de demanda, supralineas valoradas, y que además se corrobora por la demandada en vía de confesión expresa, 
 toda vez que al formular su contestación de demanda reconoce la emisión del referido acto.
CUARTO. Oportunidad de la Demanda. La demanda de nulidad fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), 
 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, computados a partir del momento en que tuvo conocimiento de los actos impugnados, de la resolución impugnada es decir el veinticuatro de febrero de dos mil veintidós 
; por lo que el plazo aludido –treinta días- transcurrió del veinticinco de febrero al ocho de abril de dos mil veintidós; entonces si el actor, como se vio al inicio de esta sentencia, ingreso su demanda ante el Tribunal el seis de abril del citado año, es inconcuso que se encontraba dentro del plazo establecido en el citado numeral 24; descontando los días inhábiles y de suspensión de las labores de este Tribunal, acorde con lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
 
QUINTO. Litis. La materia de disenso en el presente juicio contencioso administrativo, estriba en dilucidar la legalidad o ilegalidad, en los actos impugnados, visibles a fojas 79 a 106, emitidos por las autoridades demandadas.
SEXTO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.

En ese tenor, del análisis integral de la demanda y de los actos impugnados, se advierte que la parte actora controvirtió diversos actos, entre ellos:

“…1.- ********** de fecha 24 de febrero de 2022, indebidamente emitida por el Director General de la Coordinación Estatal de Protección Civil, Comandante **********.

2.- ********** de fecha 24 de febrero de 2022, irregularmente elaborada y requisitada por el inspector adscrito a la Dirección General de la Coordinación Estatal de Protección Civil, ********** (Ilegible)...
…1.- Cartas Credenciales ********** y **********, ambas con vigencia del 23 de febrero al 09 de marzo de 2022, para acreditar como inspectores a C.P. ********** e **********, las que constituyen una Orden de Inspección, pues los autoriza para constituirse ante mi representada y practicar Visita de Inspección; indebidamente emitidas por el Secretario de Ecología y Gestión Ambiental, C.P. **********.

2.- Orden de Inspección contenida en **********, de fecha **********, emitida de manera irregular por la Directora de Auditoría y Supervisión de la Secretaría de Ecología y gestión Ambiental, C.P. **********.

3.- Acta de Inspección ********** de fecha **********, derivada de la Orden de Visita o Inspección contenida en **********, irregularmente elaborada o requisitada por los Inspectores adscritos a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, C.P. ********** e **********…

Sin embargo, dichos actos, considerados de manera individual, no constituyen resoluciones definitivas ni actos que pongan fin a un procedimiento administrativo, sino actuaciones instrumentales, preparatorias o intraprocedimentales, emitidas dentro de procedimientos administrativos de inspección y verificación.
Al respecto, resulta importante señalar lo establecido en el artículo 7 fracción I, y en su penúltimo párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, el cual establece:
“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;
...

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. ...”

Así mismo, es necesario precisar que el artículo 3 fracción XXI, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí define la resolución administrativa en los términos siguientes:
“ARTÍCULO 3º. Para los efectos de este Código se entiende por:
(...)
XXI. Resolución Administrativa: acto administrativo que pone fin a un procedimiento de manera expresa, que decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por los interesados o previstas por las normas; tendrá igualmente ese carácter para efectos de su impugnación, la negativa ficta en caso del silencio de la autoridad competente;
De los preceptos transcritos, se advierte que la procedencia del juicio contencioso administrativo no se actualiza frente a cualquier actuación emitida por una autoridad administrativa, sino respecto de actos o resoluciones que tengan carácter definitivo, que pongan fin a un procedimiento, resuelvan una instancia, decidan una cuestión administrativa o exterioricen la voluntad final de la autoridad.

En ese sentido, las órdenes de inspección, cartas credenciales, y actas administrativas de inspección, por regla general, constituyen actos de trámite o instrumentales, porque únicamente tienen por finalidad iniciar, preparar, documentar o integrar un procedimiento administrativo de verificación, sin resolver en definitiva la situación jurídica del particular.
Sirve de apoyo, por su espíritu, la siguiente jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a en su parte conducente establece lo siguiente:

“ACTAS DE VISITA DOMICILIARIA. SON IMPUGNABLES, POR REGLA GENERAL, A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, HASTA QUE SE PRODUZCA LA RESOLUCIÓN FINAL EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Las actas de visita domiciliaria o auditoría fiscal encuadran en la categoría de actos de trámite o instrumentales, ya que no ponen fin a la vía administrativa, sino que sólo sirven para ilustrar y aportar todos los datos necesarios para que recaiga una decisión final que, en su caso, se manifestará con el establecimiento de una liquidación o la imposición de una obligación (actos definitivos o resolutorios); de ahí que, por regla general, dichas actas no sean impugnables mediante el juicio de garantías conforme al artículo 114, fracción II, de la Ley de Amparo; sin embargo, la inimpugnabilidad de las mencionadas actas es una simple regla de orden y no una regla absoluta, pues no puede afirmarse que los actos de trámite nunca sean impugnables aisladamente, es decir, habrá que esperar hasta que se produzca la resolución final del procedimiento, oportunidad en la cual podrán plantearse las irregularidades que el visitado aprecie sobre el modo en que el procedimiento se ha tramitado, así como sobre la legalidad de todos y cada uno de los actos que la originaron, como la falta de identificación de los visitadores, entre otros; además, el amparo indirecto en contra del resultado final de la visita fiscal domiciliaria sólo sería procedente de conformidad con el precepto indicado, por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, excepto que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia, que se trate de amparo contra leyes o actos que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución de imposible reparación, supuestos en que el amparo procederá desde luego; de no ser así, el juicio de garantías sería improcedente en términos de la fracción XV del artículo 73 de la ley citada, habida cuenta de que en contra del resultado final de esa visita -resolución definitiva-, el particular afectado, en acatamiento al principio de definitividad que rige el juicio de garantías, tiene la carga de agotar el recurso, juicio o medio de defensa legal que proceda, por virtud del cual aquél pueda ser modificado, revocado o nulificado.

Contradicción de tesis 39/2000-PL. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 14 de marzo de 2003. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: José Luis Rafael Cano Martínez. Tesis de jurisprudencia 24/2003. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de marzo de dos mil tres.

Registro digital: 184549. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 24/2003. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo XVII, Abril de 2003, página 147. Tipo: Jurisprudencia.”

También, sirve como orientación el criterio de esta Sala, la tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:

“TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. "RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS". ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL. La acción contenciosa administrativa promovida ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no constituye una potestad procesal contra todo acto de la Administración Pública, pues se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan "resoluciones definitivas", y que se encuentran mencionadas dentro de las hipótesis de procedencia que prevé el citado artículo 11; ahora bien, aunque este precepto establece que tendrán carácter de "resoluciones definitivas" las que no admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, es contrario a derecho determinar el alcance de la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo sólo por esa expresión, ya que también debe considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública, que suele ser de dos formas: a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. En ese tenor, cuando se trata de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases de dicho procedimiento o actos de naturaleza procedimental no podrán considerarse resoluciones definitivas, pues ese carácter sólo lo tendrá la última decisión del procedimiento, y cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución; mientras que, cuando se trate de actos aislados expresos o fictos de la Administración Pública serán definitivos en tanto contengan una determinación o decisión cuyas características impidan reformas que ocasionen agravios a los gobernados.
Contradicción de tesis 79/2002-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Sexto Circuito y Noveno del Primer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 17 de enero de 2003. Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretario: Emmanuel G. Rosales Guerrero.
Registro digital: 184733.Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a. X/2003. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVII, Febrero de 2003, página 336. Tipo: Aislada.”
Aunado a lo anterior, de dichos criterios se obtiene que, para determinar si un acto es definitivo para efectos del juicio contencioso administrativo, no basta atender a la existencia o inexistencia de un recurso, sino que debe analizarse la naturaleza jurídica del acto, el cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la administración pública, ya sea como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, o como manifestación aislada que no requiere procedimiento previo para reflejar la voluntad final oficial.

Bajo ese parámetro, los actos atribuidos a la Coordinación Estatal de Protección Civil, así como a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, a la Directora de Auditoría y Supervisión de dicha Secretaría y a los inspectores adscritos a esa Dirección, no tienen el carácter de definitivos, al tratarse de actos individualizados de inspección, verificación, acreditación de inspectores, y documentación de diligencias, que no decidieron de forma final la situación jurídica de la parte actora ni constituyeron la última voluntad administrativa.
Por tanto, respecto de dichos actos se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción X, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que dispone:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

 […]


 X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y ...”
En consecuencia, al actualizarse dicha causal de improcedencia, procede decretar el sobreseimiento parcial del juicio respecto de los actos - i) ********** de fecha 24 de febrero de 2022; ii) ********** de fecha 24 de febrero de 2022; iii) Cartas Credenciales ********** y **********, ambas con vigencia del 23 de febrero al 09 de marzo de 2022; iv) Orden de Inspección contenida en **********, de fecha **********, v) Acta de Inspección ********** de fecha **********- los cuales, se le atribuyen a la Coordinación Estatal de Protección Civil, así como a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, a la Directora de Auditoría y Supervisión de dicha Secretaría y a los inspectores adscritos a esa Dirección respectivamente. 
Lo anterior, con fundamento en el artículo 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que en su parte conducente establece:

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

...

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

...

El sobreseimiento deberá examinarse de oficio, puede ser total o parcial y no prejuzga sobre la responsabilidad en que hubiese incurrido la autoridad demandada al ordenar o ejecutar el acto combatido.”
Es menester señalar, que no implica prejuzgar sobre la legalidad o ilegalidad material de tales actuaciones, sino únicamente reconocer que, por su naturaleza intraprocedimental o instrumental, no son impugnables de manera autónoma en esta vía, al no constituir actos definitivos ni resoluciones que pongan fin a un procedimiento administrativo.

Sirve de apoyo a lo anterior, la siguiente jurisprudencia que a la letra dice:

“SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO, NO PERMITE ENTRAR AL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE FONDO. No causa agravio la sentencia que no se ocupa de los conceptos de anulación tendientes a demostrar las causales de nulidad de que adolece la resolución impugnada, que constituye el problema de fondo, si se declara el sobreseimiento del juicio contencioso-administrativo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.
Registro digital: 212468. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Octava Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI. 2o. J/280. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial  de la Federación. Núm. 77, Mayo de 1994, página 77. Tipo: Jurisprudencia.”

Conforme a dicho criterio, cuando se actualiza una causal de improcedencia y se decreta el sobreseimiento, el órgano jurisdiccional se encuentra impedido para analizar los conceptos de anulación relacionados con el fondo del asunto, pues el sobreseimiento pone fin al juicio por una cuestión procesal ajena al estudio de legalidad del acto.

Por tanto, esta Sala se abstiene de analizar los conceptos de impugnación dirigidos contra los actos no definitivos atribuidos a la Coordinación Estatal de Protección Civil, a la Secretaría de Ecología y Gestión Ambiental, a la Directora de Auditoría y Supervisión y a los inspectores adscritos a dicha Dirección.
SÉPTIMO. Conceptos de Impugnación. En este orden, del análisis a los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, que se advierte se localizan de la foja 10 a la 26 del expediente en que se actúa y que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran, para lo cual Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Por su parte, la autoridad demandada al emitir su contestación, básicamente emitió argumentos tendientes sostener la legalidad de su acto.
OCTAVO. Estudio de Fondo. De lo anterior, respecto a los diversos actos de autoridad que en este momento se estudian, se colige que la accionante básicamente se duele de una violación a los derechos y garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso por parte del i) H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; ii) Coordinadora de Ecología del Municipio Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; y iii) del Inspector Adscrito a la Coordinación de Ecología del Municipio Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P, al emitir los actos impugnados atribuidos a ellos; lo que a juicio de la suscrita Magistrada. Por tanto, esta Sala procederá al estudio de fondo exclusivamente respecto de los actos atribuidos al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez y sus autoridades derivadas, en particular respecto de la orden de suspensión número ********** y los actos municipales que le sirvieron de antecedente, fundamento, ejecución o consecuencia.

Es menester señalar, que la Orden de Suspensión número **********, de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintidós, sí constituye un acto definitivo, al exteriorizar la voluntad final de la autoridad municipal de imponer una medida de seguridad que afecta directamente la esfera jurídica de la parte actora. Ahora bien, la suspensión no se limita a documentar hechos ni a preparar una decisión futura, sino que produce por sí misma consecuencias jurídicas y materiales inmediatas, al restringir, limitar o impedir el desarrollo de una actividad. Por tanto, constituye un acto administrativo definitivo o, cuando menos, un acto que pone fin a la actuación municipal respecto de la medida de seguridad impuesta.

En consecuencia, respecto de los actos de autoridades municipales sí procede el estudio de fondo de los conceptos de impugnación, en la medida en que la parte actora controvierte una determinación definitiva de suspensión y los actos que le sirvieron de antecedente, ejecución o consecuencia.

Así, la existencia de una orden de suspensión permite a esta Sala analizar no sólo la legalidad de dicha medida, sino también las irregularidades de los actos municipales antecedentes que integraron el procedimiento del cual derivó, tales como la orden de inspección número **********, el oficio de comisión, el ********** y el **********.

Lo anterior, porque cuando existe un acto definitivo, las violaciones cometidas durante el procedimiento pueden ser analizadas al estudiar la legalidad de la resolución final o medida definitiva, siempre que hayan trascendido al sentido del acto impugnado y afectado las defensas del particular.

En este orden, cabe referir que, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, todo acto de autoridad debe cumplir con las formalidades del procedimiento, además de estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

Lo anterior encuentra sustento en la tesis de jurisprudencia cuyo rubro, contenido y datos de localización se transcriben enseguida:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”

De igual manera, cobran relevancia en este sentido las tesis de Jurisprudencia emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, de las cuales sus datos de localización, rubro y contenido de reproducen en seguida: 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE DEBEN EXAMINARSE PARA DETERMINAR LO FUNDADO O INFUNDADO DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE ALEGA LA AUSENCIA DE AQUÉLLA O SE TACHA DE INDEBIDA. 
 Al atender un motivo de desacuerdo relacionado con la fundamentación y motivación, para producir una respuesta congruente debe, del contexto integral de la argumentación del inconforme, advertirse si lo que imputa es ausencia de aquélla, o solamente la tacha de indebida, pues en la primer hipótesis bastará observar si la resolución contiene o no argumentos apoyados en la cita de preceptos legales para quedar en aptitud de declarar fundado o infundado el atinente motivo de desacuerdo. En cambio, en el segundo supuesto, cuando la fundamentación y motivación se tachan de indebidas, es menester apreciar los argumentos del motivo de desacuerdo, expresados para explicar por qué la invocación de preceptos legales se estima errónea, o por qué la motivación es incorrecta o insuficiente, pues será a la luz de tales razones que pueda establecerse lo fundado o infundado de la inconformidad. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR. 
 La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
(El énfasis es propio) 

Así mismo, debe tenerse en consideración que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potos, regula el Procedimiento Administrativo que debe seguirse al emitir un acto como el que se analiza, y que resulta aplicable a organismos de la Administración pública Estatal; lo que se encuentra normado en los dispositivos legales que enseguida se transcriben: 
“CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

ARTÍCULO 1º. El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

ARTÍCULO 2º. Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos.

(…)

LIBRO SEGUNDO

DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ
TÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN Y PRINCIPIOS GENERALES
ARTÍCULO 161. Los procedimientos que se establecen en este Libro Segundo del Código, son aplicables a: 

I. Los actos, procedimientos y resoluciones de la administración pública estatal centralizada; 

II. Los actos, procedimientos y resoluciones de los organismos descentralizados de la administración pública estatal respecto de sus actos de autoridad; 

…; 

IV. Los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva, y 

TÍTULO SEGUNDO

RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I

DEL ACTO ADMINISTRATIVO

ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo: 

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables; 

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana; 

V. Estar fundado y motivado; 

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y 

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión. 

ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 

V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 

VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 

Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente. 
ARTÍCULO 166. Los actos administrativos de carácter general, tales como los decretos, acuerdos, circulares y otros de la misma naturaleza, deberán publicarse en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” y en su c aso en la gaceta municipal que corresponda, para que produzcan efectos jurídicos.
Los actos administrativos de carácter individual, cuando lo prevean los ordenamientos aplicables deberán publicarse en el órgano de difusión oficial correspondiente.

Los acuerdos delegatorios de facultades, instructivos, manuales y formatos que expidan las dependencias y entidades, se publicarán previamente a su aplicación, en el medio de difusión que en cada caso corresponda.
Capítulo II

Nulidad del Acto Administrativo
ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo. 

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será inválido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos. 

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado. 

TÍTULO TERCERO
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
Capítulo I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 174. Las disposiciones de este Título se aplicarán a los actos que desarrollen las dependencias y entidades ante los particulares, cuando los actos jurídicos que inicien, integren o concluyan el procedimiento administrativo produzcan efectos en su esfera jurídica. 

ARTÍCULO 175. La actuación administrativa en el procedimiento se desarrollará con arreglo a los principios de economía, celeridad, eficacia, legalidad, publicidad, audiencia, igualdad y buena fe. 

Las manifestaciones, informes o declaraciones rendidas por los interesados a la autoridad competente, se presumirán ciertas salvo prueba en contrario, quedando sujetas al control y verificación de la autoridad.

ARTÍCULO 176. El procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o a petición de parte interesada.

En los procedimientos administrativos no procederá la gestión oficiosa.

Quien promueva a nombre de otro deberá acreditar su personalidad.

ARTÍCULO 177. Las dependencias y entidades no podrán exigir más formalidades que las expresamente previstas en las leyes.

Las promociones deberán hacerse por escrito en el que se precisaran:

….

ARTÍCULO 179. Las dependencias y entidades en sus relaciones con los particulares, tendrán las siguientes obligaciones: 

I. Solicitar la comparecencia de éstos sólo cuando así esté previsto en los ordenamientos jurídicos aplicables, previa citación en la que se hará constar expresamente el lugar, fecha, hora y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla; 

II. Requerir informes, documentos y otros datos durante la realización de visitas de verificación o inspección solo en aquellos casos previstos en este Código u otras leyes u ordenamientos jurídicos aplicables; 

III. Previa solicitud por escrito, hacer del conocimiento de éstos el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan interés jurídico, y a proporcionarles copia de los documentos contenidos en ellos; 

IV. Hacer constar en las copias de los documentos que se presenten junto con los originales, la presentación de los mismos; 

V. Admitir las pruebas permitidas por las leyes así como las manifestaciones o alegatos que exponga el particular, los que deberán ser tomados en cuenta por el órgano competente al dictar resolución; 

VI. Abstenerse de requerir documentos o solicitar información que no sean exigidos por las normas aplicables al procedimiento, o que ya se encuentren en el expediente que se está tramitando; 

VII. Proporcionar información y orientar acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones legales vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar; 

VIII. Permitir el acceso a sus registros y archivos en los términos previstos en éste Código u otras leyes; 

IX. Tratar con respeto a los particulares y facilitar el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, y 

X. Dictar resolución expresa SOBRE CUANTAS PETICIONES LE FORMULEN; así como en los procedimientos iniciados de oficio, cuya instrucción y resolución afecte a terceros, debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.

ARTÍCULO 184. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo podrá adoptar las medidas provisionales establecidas en las leyes administrativas de la materia, y en su caso, en el presente Código para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existieren suficientes elementos de juicio para ello.
CAPÍTULO IV
TRAMITACIÓN

(…)

ARTÍCULO 188. Los actos necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba pronunciarse resolución, se realizarán de oficio por el órgano que tramite el procedimiento.

ARTÍCULO 189. La dependencia o entidad acordará la apertura del periodo de prueba, cuando no tenga por ciertos los hechos afirmados por los interesados, o cuando lo juzgue conveniente dada la naturaleza del procedimiento.

ARTÍCULO 191. Pone fin al procedimiento administrativo: 

I. La resolución del mismo;

…


V. La imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas y

ARTÍCULO 193. LA RESOLUCIÓN QUE PONGA FIN AL PROCEDIMIENTO DECIDIRÁ TODAS LAS CUESTIONES PLANTEADAS POR LOS INTERESADOS Y DE OFICIO LAS DERIVADAS DEL MISMO. 

EN LOS PROCEDIMIENTOS TRAMITADOS A SOLICITUD DEL INTERESADO LA RESOLUCIÓN SERÁ CONGRUENTE CON LAS PETICIONES FORMULADAS POR ÉSTE, SIN PERJUICIO DE LA POTESTAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL O MUNICIPAL DE INICIAR DE OFICIO UN NUEVO PROCEDIMIENTO.
(...)
Capítulo VI

Visitas de Inspección y Verificación

ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse: 

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.
ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario responsable, encargado u ocupante del establecimiento.

ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.

ARTÍCULO 201. En las actas se hará constar:
 I. Nombre, denominación o razón social del visitado;

 II. Hora, día, mes y año en que inicie y concluya la diligencia;

 III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra forma de comunicación disponible, municipio o delegación en que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la visita, y el código postal;

 IV. Número y fecha del oficio de la comisión que la motivó;

 V. Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia;

 VI. Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos;

 VII. Datos relativos a la actuación;

 VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla, y

 IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los de quien la hubiere llevado a cabo.

ARTÍCULO 202. Los visitados a quienes se levantó acta de inspección o verificación podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal derecho dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado.

Capítulo VII

Medidas de Seguridad
ARTÍCULO 204. Se consideran medidas de seguridad las disposiciones que dicte la autoridad competente para proteger la salud y la seguridad públicas. Las medidas de seguridad se establecerán en cada caso por las leyes administrativas.
ARTÍCULO 205. Las autoridades administrativas con base en los resultados de la visita de verificación o del informe de la misma, podrán dictar medidas de seguridad para corregir las irregularidades que se hubiesen encontrado, notificándolas al interesado y otorgándole un plazo adecuado para su realización. Dichas medidas tendrán la duración estrictamente necesaria para la corrección de las irregularidades respectivas.”

De igual forma, debe tenerse en consideración la Ley del Sistema de Protección Civil del Estado de San Luis Potosí, que en su parte conducente dispone:
“LEY DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN CIVIL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES
Capítulo I
Lineamientos Generales
ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general; tiene por objeto regular la integración, organización, coordinación y funcionamiento del Sistema de Protección Civil del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como establecer las obligaciones del Ejecutivo del Estado y ayuntamientos, y los derechos y obligaciones de los entes particulares y sociales del Estado.
(...)

ARTÍCULO 63. Las verificaciones se sujetarán a las siguientes reglas:
I. El verificador deberá contar con orden por escrito que contendrá la ubicación del inmueble, instalación o equipo por inspeccionar, objeto y aspectos de la visita, fundamento legal y motivación de la misma, nombre y firma de la autoridad que expida la orden, número y fecha de ésta y nombre del verificador designado;

II. El verificador se identificará ante el propietario, arrendatario, poseedor, administrador, o su representante legal, o ante la persona a cuyo cargo esté el inmueble a inspeccionar, con la credencial vigente que para tal efecto se expida, debiendo entregar copia legible de la orden de verificación al visitado;
III. Al inicio de la verificación, el verificador requerirá al visitado, para que designe dos personas que funjan como testigos de asistencia en el desarrollo de la diligencia, advirtiéndole que en caso de no hacerlo, éstos serán designados por el propio verificador;
IV. De toda visita se levantará acta circunstanciada en la que se expresará: número y fecha de la orden de verificación; nombre y carácter de la persona con quien se entienda la diligencia, así como el documento con el que acredite su personalidad y facultades para atender la diligencia; testigos de asistencia y, en su caso, nombre y cargo de las personas que intervengan con la representación de alguna autoridad, dependencia, organismo o entidad, federal o municipal, debiéndose recabar la firma de quienes en ella intervengan, y
V. El verificador comunicará al visitado las anomalías observadas, para su corrección, proporcionándole también la información adicional que facilite la ejecución de las acciones correctivas, para lo cual se le entregará una copia legible del acta, recabando su firma de recibido.
ARTÍCULO 64. La persona o personas con quienes se entienda la diligencia de verificación, están obligadas a permitir al personal autorizado, el acceso al lugar o lugares que se indiquen en la orden respectiva, así como a proporcionar toda clase de información necesaria para los propósitos señalados en ésta.

Cuando de la verificación se advierta que existen situaciones de alto riesgo, y por circunstancias especiales la autoridad competente no pueda dictar las medidas necesarias, en tanto esto ocurre, la Coordinación Estatal o municipal podrá ordenar la clausura temporal de los establecimientos o instalaciones.
ARTÍCULO 65. Cuando de la verificación se advierta que existe un riesgo inminente para la seguridad de las personas, la Coordinación Estatal o municipal podrá aplicar las siguientes medidas de seguridad:
I. Identificación y delimitación de lugares o zonas de riesgo;

II. Control de rutas de evacuación y acceso a zonas afectadas;

III. Acciones preventivas para la movilización precautoria de la población y su instalación y atención en refugios temporales, así como evacuación, clausura temporal;
IV. Coordinación de servicios asistenciales;

V. El aislamiento temporal, parcial o total del área afectada,

VI. Las demás que en materia de protección civil determinen las disposiciones reglamentarias y la legislación federal correspondiente, tendentes a evitar que se generen o sigan causando riesgos.
Cuando se apliquen las medidas de seguridad previstas se precisará su temporalidad, y en su caso, las acciones para su suspensión.”

Del mismo modo, debe tenerse en consideración la Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, que en su parte conducente dispone:
“LEY AMBIENTAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI
TITULO DECIMO SEGUNDO

DE LA INSPECCION Y VIGILANCIA, MEDIDAS DE SEGURIDAD Y SANCIONES

CAPITULO I

DE LA INSPECCION Y VIGILANCIA

ARTICULO 149. Las disposiciones contenidas en este Capítulo se aplicarán en la realización de actos de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, determinación de infracciones y aplicación de sanciones administrativas, instrumentación de procedimientos y recursos administrativos correspondientes. 

Tratándose de materias referidas en esta Ley que se encuentren reguladas por leyes especiales, el presente ordenamiento será de aplicación supletoria por lo que se refiere a los procedimientos de inspección y vigilancia.

...

ARTICULO 152. La SEGAM, el respectivo ayuntamiento u organismo operador del agua, podrán realizar por conducto del personal debidamente autorizado, visitas de inspección sin perjuicio de otras medidas previstas en las leyes que sean de aplicación supletoria para verificar el cumplimiento de este ordenamiento. Dicho personal al realizar las visitas de inspección, deberá estar provisto del documento oficial que los acredite o autorice a practicar la diligencia de inspección o verificación, así como de la orden escrita debidamente fundada y motivada, expedida por autoridad competente, en la que se precisará el lugar o zona que habrá de inspeccionarse, así como el objeto y alcance de la diligencia.

...

CAPITULO II

DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

ARTICULO 156. Cuando exista riesgo inminente de deterioro ambiental, o presumibles casos de contaminación en el territorio estatal o en los municipios, en obras o actividades de competencia local, con repercusiones para los ecosistemas, sus componentes o la salud pública, o se realicen obras o actividades sin contar con la autorización de impacto ambiental o de riesgo, debiendo sujetarse a la obtención previa de ésta; la autoridad correspondiente podrá ordenar como medidas de seguridad: ...

ARTICULO 157. Cuando la SEGAM o el respectivo ayuntamiento ordene algunas de las disposiciones de seguridad previstas en esta Ley, indicará al interesado cuando proceda, las acciones que deberá llevar a cabo para subsanar las irregularidades que motivaron la imposición de dichas medidas, así como los plazos para su realización, a fin de que una vez cumplidas éstas conforme las disposiciones normativas se ordene el retiro de la o las medidas de seguridad impuestas.

...

ARTICULO 159. La SEGAM, el respectivo ayuntamiento o los organismos operadores del agua, en los asuntos de su competencia podrán imponer al infractor, previa garantía de audiencia y según fuere la naturaleza, gravedad y circunstancias del hecho, la o las sanciones administrativas siguientes...


Por último, también debe tenerse en cuenta lo que dispone el Reglamento de Protección al Ambiente del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., el cual establece:
“REGLAMENTO DE PROTECCION AL AMBIENTE DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, S.L.P.
ARTÍCULO 1º. Las disposiciones de este Reglamento son de orden público e interés social y tienen por objeto reglamentar las atribuciones que le reconoce a los municipios, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su Artículo 73 Fracción XXIX-G, La Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, en sus Artículos 15 y 114 Fracción II, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, Ley General de Vida Silvestre, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos, Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, Ley de Fomento para el Desarrollo Forestal Sustentable para el Estado de San Luis Potosí y la Ley General de Desarrollo Forestal.
...

ARTICULO 7º.- Corresponde a la Coordinación de Ecología

las atribuciones estipuladas en la Ley General de Equilibrio

Ecológico y Protección al Ambiente, Ley General de Vida Silvestre, la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de Residuos, Ley Ambiental del Estado de San Luis Potosí, Ley de Fomento para el Desarrollo Forestal Sustentable para el Estado de San Luis Potosí y la Ley General de Desarrollo Forestal, así como las siguientes:
I. La formulación, conducción y evaluación de la política ambiental Municipal;

II. La aplicación de los principios e instrumentos de política ambiental previstos en el Título Cuarto de la LAE, así como la protección, conservación y restauración del ambiente de bienes y zonas de jurisdicción Municipal, en las materias que no estén expresamente atribuidas a la Federación o al

Gobierno del Estado;

III. La participación en la formulación, aprobación y expedición de los planes de ordenamiento ecológico del territorio a que se refiere el Artículo 20 Bis 4 de la LGEEPA, en los términos en ella previstos, así como el control y la vigilancia del uso y cambio de uso del suelo establecidos en dichos planes;

IV. La aplicación de las disposiciones jurídicas en materia de prevención y control de la contaminación atmosférica generada por fuentes fijas que funcionen como establecimientos mercantiles o de servicios, así como de las emisiones de contaminantes a la atmósfera provenientes de fuentes móviles que no sean consideradas de jurisdicción federal, con la participación que corresponda al Gobierno del Estado en los términos previstos en la LAE;

V. La aplicación de las disposiciones jurídicas relativas a la prevención y control de los efectos sobre el ambiente ocasionados por la generación, transporte, almacenamiento, manejo, tratamiento y disposición final de los residuos sólidos municipales e industriales que no estén considerados como peligrosos, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 137 de la LGEEPA, en el Artículo 10 de la LGPGIR y en los términos previstos en la LAE;
VI.
Autorizar y regular el manejo y disposición final de los residuos sólidos urbanos en concordancia con la normatividad ambiental federal y, en su caso, con la estatal correspondiente;

VII. La promoción y gestión de declaración de las áreas naturales protegidas,;
VIII. La aplicación de las disposiciones jurídicas relativas a la prevención y control de la contaminación por ruido, efecto visual, vibraciones, energía térmica, radiaciones electromagnéticas, lumínicas y olores perjudiciales para el ambiente, proveniente de fuentes fijas por el funcionamiento de establecimientos comerciales o de servicios, así como la vigilancia del cumplimiento de las disposiciones que, en su caso, resulten aplicables a las fuentes móviles, excepto las que conforme a la LGEEPA sean consideradas de jurisdicción federal;

IX.
La aplicación por sí o por conducto de los organismos operadores del agua de las disposiciones jurídicas en materia de prevención y control de la contaminación de las aguas que se descarguen en los sistemas de drenaje y alcantarillado de los centros de población, así como de las aguas nacionales que tengan asignadas, con la participación que corresponda en los términos de la LAE al Gobierno del Estado; 

X.
La participación en emergencias y contingencias ambientales conforme a las políticas y programas de protección civil que al efecto se establezcan;
XI.
La participación en la atención de los asuntos que afecten el ambiente de dos o más Municipios y que generen efectos ambientales en su circunscripción territorial;

XII. La protección, conservación y restauración del ambiente en los centros de población, en relación con los efectos derivados de los servicios de alcantarillado, limpia, mercados, centrales de abasto, panteones, rastros, tránsito y transporte locales;

XIII. Requerir a quienes realicen actividades contaminantes la instalación de equipos de control de emisiones, salvo para aquellas que sean de jurisdicción Federal y Estatal; 

XIV. La vigilancia del cumplimiento de las normas oficiales mexicanas expedidas por la Federación, en las materias y supuestos a que se refieren las fracciones III, IV, VI y VII del Artículo 8º de la LGEEPA, así como de la normatividad estatal;

XV. Informar a la PROFEPA de casos en que existan emisiones ostensibles que requiera de su intervención, en los casos de actividades que se realicen en la Entidad y sean de competencia federal;

XVI. Establecer y operar sistemas de verificación de emisiones de contaminantes a la atmósfera para los vehículos automotores que circulen por el Municipio, con la participación que corresponda al Gobierno del Estado, en los términos de la LAE;

XVII. Aplicar las medidas de tránsito y vialidad necesarias para reducir los niveles de emisión de contaminantes a la atmósfera de los vehículos automotores, incluso limitar su circulación cuando los niveles de emisión de contaminantes excedan los máximos permisibles, establecidos en la normatividad ambiental;

XVIII. La formulación y conducción de la Política Municipal de información y difusión en materia ambiental;

XIX. Expedir las licencias de uso de suelo conforme a los lineamientos establecidos en la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí (LDU), la LAE, en los Planes de Ordenamiento Ecológico, Planes de Desarrollo Urbano y demás disposiciones normativas y reglamentarias aplicables;

XX. Realizar la evaluación del impacto ambiental de obras o actividades que puedan causar impacto ambiental significativo, cuando las mismas se pretendan realizar en sus centros de población, y cuenten con Plan de Desarrollo Urbano, y Plan de Centro Estratégico de Población, a fin de otorgar, en los términos de dicha evaluación y autorización, la Licencia de Uso de Suelo Municipal de Construcción, y la Licencia de Operación o Funcionamiento correspondientes; cuando el Municipio no cuente con dichos planes promoverá la evaluación conjunta con la SEGAM;

XXI. La formulación, ejecución y evaluación de programa municipal de protección al ambiente;

XXII. Exigir por sí o a través de los organismos operadores del agua, la instalación de sistemas de tratamiento a quienes exploten, usen o aprovechen aguas federales asignados a los Municipios para la prestación de servicios públicos, así como a quienes viertan descargas, a los sistemas municipales de drenaje y alcantarillado, de aguas residuales que no satisfagan la normatividad ambiental;

XXIII. Elaborar informes periódicos sobre el estado del ambiente en el municipio; 

XXIV. Celebrar con la Federación, el Estado y los sectores social y privado convenios de concertación para la realización de acciones en materia ambiental y que se encuentren en su ámbito de competencia;

XXV. Aplicar por si o a través de los organismos operadores de agua, las medidas de seguridad e imponer las sanciones administrativas que correspondan, en el ámbito de su competencia;

XXVI. La atención de los demás asuntos que en materia de conservación ambiental les conceda la LGEEPA, la LAE, la LGPGIR, este reglamento u otros ordenamientos, en concordancia con estas y que no estén otorgados expresamente a la Federación o al Estado.

XXVII. La donación de árboles del vivero municipal;

XXVIII. Levantar y actualizar el padrón de los giros mercantiles del municipio de Soledad de Graciano Sánchez,;

XXIX. Expedición de permisos de tala y/o poda de diversas especies presentes en el municipio, así como de combustión a cielo abierto;

XXX. Otorgar permisos a particulares para la recolección y transporte de residuos sólidos urbanos;

XXXI. Expedir las constancias de impactos ambientales a los giros mercantiles, asignando la clase de impacto ambiental, causado por las actividades de diversos giros mercantiles, previa evaluación y verificación.

XXXII. Expedir las resoluciones de impactos ambientales para la construcción de fraccionamientos;

XXXIII. Impartir la educación ambiental a los habitantes del municipio de Soledad de Graciano Sánchez;

XXXIV. Verificaciones a los establecimientos, para observar el cuidado al medio ambiente y al equilibrio ecológico;

XXXV. Formación de expedientes administrativos, previa denuncia popular, en donde se resolverá y se dictarán las medidas necesarias, tendientes a evitar el deterioro ambiental, así como levantar las actas circunstanciadas de acuerdo a los reportes recibidos en la coordinación y que no ameriten la instauración de un procedimiento administrativo;

XXXVI. Impartir pláticas y talleres para la promoción del cuidado del medio ambiente.

En lo no previsto por el presente reglamento, se aplicarán supletoriamente las disposiciones contenidas en la LGEEPA, la LAE, la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipio de San Luis Potosí (LPA), así como las demás leyes y normas de orden federal y estatal que sean aplicables a esta materia.
TITULO TERCERO

AUTORIDADES MUNICIPALES EN MATERIA

DE PROTECCION AMBIENTAL

CAPITULO UNICO

ARTICULO 9º.- Son autoridades municipales competentes

para la aplicación del presente Reglamento:

I.- El Presidente Municipal; 
II.- El Secretario General del H. Ayuntamiento;

III.- El regidor presidente de la Comisión de Ecología;

IV.- La Coordinación de Ecología del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez;

V.- Jefatura de Aseo Público;

VI.- Jefatura de Parques y Jardines;

VII-. Dirección General de Seguridad Pública Municipal;

VIII-. La Coordinación de Protección Civil Municipal;”

Del análisis de los conceptos de impugnación en contra de los actos impugnados, consistentes en i) Orden de Inspección número **********; ii) Oficio de Comisión;  iii) Orden de Suspensión No. **********; todos y cada uno de fecha **********  y iv) ********** Folio **********, todos y cada uno emitidos por la Coordinadora de Ecología Municipal de Soledad de Graciano Sánchez respectivamente, resultan ser esencialmente fundado y suficiente para declarar la ilegalidad de los actos impugnados, tanto de los actos de emisión u origen, así como de los actos de ejecución que derivaron de aquéllos, toda vez que se advierte que la orden combatida (acto de origen) no cumple debidamente las exigencias de legalidad que le eran aplicables, pues el acto impugnado debe constar por escrito, ser firmado y emitida por autoridad competente, sin dejar espacios en blanco.
Aunado a lo anterior, el artículo 197 del Código Procesal Administrativo exige que la orden de visita precise: el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita; el lugar o zona a verificarse; el objeto de la visita; el alcance; y las disposiciones legales que la fundamenten. A su vez, el artículo 164, fracción II, exige que el objeto del acto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y la fracción V del mismo artículo exige que el acto esté fundado y motivado.

 En el caso, la orden de inspección  impugnada no cumple con tales exigencias, pues no precisa de manera suficiente el objeto y alcance de la diligencia, ni justifica con hechos concretos por qué debía inspeccionarse el establecimiento o predio de la parte actora; además de no referir con precisión el domicilio a verificar, ya que se señalan dos domicilios distintos por verificar, mismos que fueron “kilómetro 26+400” y “kilómetro 26+900”, resultando violatorio de lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución General de la República.

Sirve de apoyo a lo anterior, por su espíritu, lo dispuesto por la siguiente tesis jurisprudencial, que a la letra dice:

“ORDEN DE VISITA. REQUISITOS QUE DEBE CONTENER, TRATÁNDOSE DE UNA DILIGENCIA DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA DE NATURALEZA EXTRAORDINARIA, DE CONFORMIDAD CON LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL Y 18 DEL REGLAMENTO DE VERIFICACIÓN ADMINISTRATIVA PARA EL DISTRITO FEDERAL. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos todo acto de molestia que se dirija al gobernado debe cumplir con los requisitos que al efecto establece dicho numeral, así como con los que consignan las leyes respectivas, en el supuesto examinado, los que prevé el artículo 18 del Reglamento de Verificación Administrativa para el Distrito Federal; por ende, la orden de verificación administrativa de naturaleza extraordinaria, debe cumplir con los siguientes requisitos: a) que conste por escrito; b) que sea emitida por autoridad competente, debiendo expresar el cargo y nombre y contener la firma autógrafa de quien la expida; c) que se funde y motive la causa legal del procedimiento; d) que exprese el lugar o lugares en donde deba efectuarse la visita; e) que precise el nombre, denominación o razón social de la persona o personas a las cuales se dirige; f) que se sujete a lo dispuesto por las leyes respectivas; g) que señale el nombre de la persona o personas que deban efectuarla y el número de su credencial; h) que indique el lugar y fecha de expedición de la orden; i) que cite el número del expediente que le corresponda; j) que establezca el objeto y alcance de la misma; k) que precise el número telefónico del sistema a que se refiere el artículo 9o. del Reglamento de Verificación Administrativa para el Distrito Federal y, por último, m) que señale la autoridad a la cual se puede dirigir el visitado para formular quejas sobre la visita de verificación, especificando el domicilio de ella. Por tanto, si en una orden de visita de verificación extraordinaria se omite señalar alguno de esos datos resulta violatoria de lo dispuesto por el artículo 16 de la Constitución General de la República, toda vez que el cumplimiento de esos requisitos no es discrecional. Sin embargo, debe inferirse que esa regla general tiene como supuesto que se trate de negociaciones que funcionan regularmente, es decir, que cuentan con licencia y hubieren presentado su declaración de apertura, pues de lo contrario sería imposible para la autoridad contar con los datos relativos al nombre del propietario de la negociación que se pretenda visitar o del representante legal, si es una persona moral, lo que justifica que, en esos casos, sí pueda dirigirse la orden al propietario, poseedor, representante legal y/o encargado del inmueble visitado, ya que de estimar lo contrario, se haría nugatoria la facultad de la autoridad para revisar este tipo de lugares.

Contradicción de tesis 84/2002-SS. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado de la misma materia y circuito. 30 de agosto de 2002. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Jorge Luis Revilla de la Torre.

Tesis de jurisprudencia 103/2002. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dieciocho de septiembre de dos mil dos.

Registro digital: 185960. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 103/2002. Fuente: Semanario. Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVI, Septiembre de 2002, página 269. Tipo: Jurisprudencia.

Así mismo, si la orden contenía espacios en blanco, datos asentados con posterioridad, diferencias notorias de letra o datos inconsistentes respecto del domicilio o identificación del lugar inspeccionado, ello genera incertidumbre sobre si los elementos esenciales fueron determinados por la autoridad emisora o por el personal ejecutor. Esa circunstancia resulta incompatible con los principios de legalidad y seguridad jurídica, pues los inspectores no están facultados para completar o definir elementos esenciales de la orden que deben provenir de la autoridad competente.
Sirve de apoyo a lo anterior, los siguientes criterios jurisprudenciales, que en su parte conducente establecen:
“ÓRDENES DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES. NO ES LEGAL QUE POSTERIORMENTE A SU EMISIÓN SE LLENE UN ESPACIO DEJADO EN BLANCO EN EL DOCUMENTO RESPECTIVO. Las órdenes de visita para la verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales, como todo acto de molestia, tienen su fundamento en el artículo 16 constitucional, por lo que, conforme a ese dispositivo, tales mandatos deben constar por escrito y provenir de autoridad competente. De tal suerte, si al expedir y suscribir un mandato de tal naturaleza se señalan en letra impresa el domicilio, el contribuyente y el objeto de la revisión, dejando un espacio en el que con letra manuscrita se consigna el día en que ese mandato deberá verificarse, ello evidencia que ese apartado fue llenado por el visitador encargado de realizar el acto, toda vez que no es factible considerar que se trate de un formato preimpreso, cuando en el documento sí se asentó con caligrafía de molde el domicilio, nombre del gobernado y objeto de la visita, y exclusivamente se dejó para llenar a mano el día de la verificación; de ahí que la orden deba considerarse violatoria del aludido precepto constitucional, ya que dicho visitador carece de facultades para elegir la fecha en que ha de llevarse al cabo, pues sus atribuciones se constriñen a cumplimentar el referido mandato y en ningún caso puede requisitar algún elemento de la orden de verificación.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.

Registro digital: 190702. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: XVI.4o. J/3. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XII, Diciembre de 2000, página 1262. Tipo: Jurisprudencia.”

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.

Contradicción de tesis 45/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados del Quinto Circuito. 12 de septiembre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Registro digital: 188560. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 44/2001. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Octubre de 2001, página 369. Tipo: Jurisprudencia.”
(Énfasis añadido)

Por otro lado, si la orden de inspección es ilegal, como en el presente caso, y el mismo sirvió de base para los otros actos relacionados, es decir al i) Oficio de Comisión de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintidós, ii) Orden de Suspensión No. ********** de veinticuatro de febrero de dos mil veintidós y iii) ********** Folio **********, dichos actos quedan igualmente viciados, al depender de un acto de origen inválido.
Además, en la medida en que el oficio de comisión haya autorizado materialmente actos de inspección, verificación o aplicación de medidas de seguridad, también debió expresar de manera clara la competencia de la autoridad que lo emitió, los inspectores designados, la diligencia específica para la cual fueron comisionados y los límites de su actuación. Aunado, a que señalan un domicilio diverso al del inmueble objeto de verificación, toda vez que establecieron erróneamente que los actos de llevaron en el “kilómetro 26+400”, y no en el “kilómetro 26+900”, siendo este último el correcto.
Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios jurisprudenciales, que a la letra dicen:

 “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Registro digital: 252103. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Séptima Época. Materia(s): Común. Fuente: Semanario Judicial de la  Federación. Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280. Tipo: Jurisprudencia.

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL CUYO ESTUDIO ES DE ORDEN PÚBLICO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA INDEBIDA, INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE AQUÉLLA. De la interpretación de las tesis jurisprudenciales P./J. 10/94, 2a./J. 99/2006, 2a./J. 57/2001 y 2a./J. 115/2005, publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 77, mayo de 1994, página 12 y Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XIV, noviembre de 2001; y, XXII, septiembre de 2005, páginas 345, 31 y 310, respectivamente, de rubros: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA."; "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO."; y "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza la competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad administrativa, entre las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir entre su falta o ausencia o una indebida o incompleta fundamentación, para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa, toda vez que, como presupuesto procesal que atañe a la correcta integración de un procedimiento, es una cuestión de orden público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo anterior es así, ya que por imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a cabo un acto de molestia, tiene la ineludible obligación de justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres ámbitos mencionados, es decir, por razón de materia, grado o territorio, expresando en el documento respectivo el carácter con el que suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso, debe llegar incluso al extremo de hacer la transcripción correspondiente del precepto en que funde debidamente su competencia, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, ya que sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra dentro del ámbito competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese acto concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que aquélla no proporcionó los elementos esenciales que permitan conocer si tiene competencia para incursionar en la esfera jurídica del particular, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuficiente o falta de fundamentación de la competencia de la autoridad generan la ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la fracción II del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, relativa a la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del penúltimo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúltimo párrafo del invocado artículo 51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a examinarla de oficio, al resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la actuación o intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Registro digital: 172812. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Novena Época. Materia(s): Administrativa. Tesis: VIII.3o. J/22. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Abril de 2007, página 1377. Tipo: Jurisprudencia.”
Sobre este tema cobra relevancia, por analogía y en su parte conducente, lo contenido en la Tesis Asilada II.3o.A.55 A (10a.), localizada en el registro digital: 2003589, del Semanario Judicial de la Federación, que dispone:
“INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. REGLAS PARA SU ESTUDIO CONFORME A LOS ARTÍCULOS 50, SEGUNDO PÁRRAFO Y 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, ANTES DE LA REFORMA A ESTE ÚLTIMO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE DICIEMBRE DE 2010 (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 9/2011 Y 2a./J. 218/2007). De acuerdo con la ejecutoria dictada en la contradicción de tesis 294/2010, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 9/2011 y la solicitud de aclaración de ésta (2/2011), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y conforme a los artículos 50, segundo párrafo y 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, antes de la reforma a este último, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a estudiar, preferentemente, la incompetencia de la autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo, en dos casos: a) Cuando el actor plantee conceptos de impugnación relativos al tema, los que incluso deberán analizarse en un orden apropiado, comenzando por los que conlleven la obtención de los mayores beneficios para el demandante (incompetencia material, por ejemplo) y posteriormente, estudiar, los que puedan implicar menores beneficios (falta de fundamentación de la competencia, por ejemplo) hasta agotar el análisis respectivo, y b) Cuando, a pesar de no haberse planteado, la Sala Fiscal deba pronunciarse oficiosamente al respecto, siempre que en ese aspecto existan planteamientos que pudieran resultar fundados, lo que significa, acorde con la diversa jurisprudencia 2a./J. 218/2007, que si en la demanda de origen no existen agravios en los que se exponga la incompetencia y la Sala Fiscal tampoco se pronuncia oficiosamente al respecto, deberá entenderse que tácitamente, con su silencio, estima que es competente la autoridad demandada para emitir el acto controvertido, pues si efectivamente fuere incompetente, entonces así lo habría declarado de oficio, de todo lo cual se sigue que si la Sala Fiscal no se pronuncia expresamente sobre la incompetencia de la autoridad demandada y con ello le reconoce tácitamente como competente, entonces su decisión implícita solo podrá considerarse constitucionalmente válida si, en verdad, no existe argumento alguno de incompetencia que sea fundado, aspecto que debe ser cuidadosamente controlado en amparo, razón por la cual los Tribunales Colegiados deben verificar que las decisiones expresas o tácitas en materia de incompetencia de dicha demandada efectivamente sean correctas.  
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.”
Por todo lo anteriormente expuesto, se declara la ilegalidad e invalidez de los actos impugnados, al actualizarse las causales previstas en el artículo 250, fracciones I, II, III y IV, del Código Procesal Administrativo.
“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:
 I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución,
II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;
III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada;
IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas.”
A la luz de las anteriores consideraciones, es incuestionable que las autoridades demandadas, emitieron actos violatorios a los derechos y garantías de audiencia, legalidad, seguridad jurídica  debido proceso establecidos en los artículos 14, 16 y 17 Constitucionales; y la normatividad que fue materia de estudio en esta sentencia, supralineas citada; por tanto; esta Segunda Sala Unitaria concluye, que se ubica en la causal de ILEGALIDAD E INVALIDEZ prevista por el artículo 250 fracción I, II, III y IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí; 
 y acorde con lo dispuesto por el artículo 251 del citado ordenamiento legal,  
 conlleva a determinar SU NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno. 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción I, II, III y IV, 251 primer párrafo, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO. Se decreta parcialmente el sobreseimiento, por las razones precisadas en el considerando “SEXTO” de esta sentencia.
TERCERO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la orden de suspensión número **********, así como de los actos municipales de origen, y en consecuencia su NULIDAD TOTAL, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando “OCTAVO” de esta sentencia. 
CUARTO. Notifíquese. 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. [image: image1.png]



� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de u n grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. .


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� ARTÍCULO 78. Sólo se tomará en cuenta la confesión de las partes cuando se encuentre contenida en sus escritos de demanda y de contestación, de ampliación de demanda y de contestación a la misma; así como las reglas de la confesional, cuando sean necesarias para el desahogo de otras probanzas. 


ARTÍCULO 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario


� ARTÍCULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actualice alguno de los supuestos siguientes: b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos...;


� Data citada por el accionante en su escrito de demanda. 


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





� Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable de acuerdo a los datos y rubro siguientes: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175.





� Octava Época Registro: 216534 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Núm. 64, Abril de 1993 Materia(s): Administrativa Tesis: VI. 2o. J/248 Página: 43 





�Registro digital: 162826, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/12, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Febrero de 2011, página 2053, Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 170307, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/47, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 1964, Tipo: Jurisprudencia.


� ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución, II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. 
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